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MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL ACUERDO SOBRE EXTRADICION ENTRE LOS ESTADOS PARTE DEL MERCOSUR Y LA RepUblica DE CHILE Y LA RepUblica DE BOLIVIA, SUSCRITO EL 10 DE DICIEMBRE DE 1998.

_______________________________

SANTIAGO, junio 9 de 2005.-

M E N S A J E  Nº 68-353/

Honorable Cámara de Diputados:

A S.E.  EL

PRESIDENTE

DE  LA  H.

CAMARA  DE

DIPUTADOS.

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo sobre Extradición entre los Estados Parte del MERCOSUR y la República de Chile y la República de Bolivia, suscrito el 10 de diciembre de 1998, en Río de Janeiro.


Este Tratado fue adoptado en el marco de los esfuerzos de los países firmantes en orden a armonizar sus legislaciones, acordando soluciones jurídicas comunes con el objeto de fortalecer el proceso de integración, particularmente en lo que dice relación con las normas que regulan el ejercicio de la función jurisdiccional de los Estados Parte.

I. LOS PRINCIPIOS.

El Tratado recoge los principios generales del derecho internacional en materia de extradición y su texto es concordante con los criterios contemplados en los Tratados bilaterales que Chile ha suscrito sobre la misma materia.

Estos son:

1. Principio de la doble incriminación (Artículo 2 N° 1).

Para que opere la extradición debe tratarse de un hecho que esté tipificado como delito tanto en la legislación del país requirente como en la del país requerido.

2. Principio de la mínima gravedad (Artículo 2 N° 2).

El delito debe tener asignada una pena privativa de libertad no inferior a dos años en su extensión máxima.

3. Principio “non bis in idem” (Artículo 7 y 12).

La extradición no puede ser otorgada si la persona reclamada está siendo juzgada o ya fue juzgada respecto del hecho o de los hechos en que se funda la solicitud de extradición.

4. Principio de la no prescripción de la pena y de la acción (Artículo 9).

El Estado requerido no otorgará la extradición cuando estén prescritas la acción penal o la pena, de acuerdo con las leyes del Estado requirente o del requerido.

5. Exclusión de ciertos delitos.

Se excluyen del ámbito de la extradición de los delitos políticos (Artículo 5) y los delitos exclusivamente militares (Artículo 6).

6. Principio de especialidad (Artículo 14).

La persona extraditada no puede ser detenida, juzgada ni condenado en el territorio del Estado Parte requirente por otros delitos cometidos con anterioridad a la fecha de la solicitud de extradición y no contenidos en ésta.

7. No aplicación de la pena de muerte y de la pena privativa de libertad a perpetuidad y su sustitución (Artículo 13).

En ningún caso se aplicará al extraditado la pena de muerte o la pena privativa de libertad a perpetuidad.

II.
EXTRADICION DE NACIONALES.

En otro orden de ideas, el Tratado resuelve el tema de la extradición de nacionales (Artículo 11) de la siguiente forma.

En primer término, dispone que la nacionalidad de la persona reclamada no podrá ser invocada para denegar la extradición, salvo que una disposición constitucional establezca lo contrario.

Sin embargo, también se otorga al Estado requerido cuya Constitución no contemple una disposición de esa naturaleza, la facultad de denegar la extradición de sus nacionales.

En las dos hipótesis precedentes, el Estado que deniegue la extradición asume la obligación de juzgar a la persona reclamada. De esta forma, se da cumplimento al principio “autoridad dedere autoridad iudicare” (se entrega o se juzga).

III.
ENTREGA APLAZADA Y EXTRADICION SIMPLIFICADA

Otros aspectos procesales dignos de mención, son la entrega aplazada y la extradición simplificada o voluntaria.

En efecto, la Parte requerida puede aplazar la entrega de una persona cuya extradición fue acogida, cuando esa persona se encuentra procesada o cumpliendo una pena en el Estado requerido por delitos diferentes a los que motivaron la solicitud de extradición (Artículo 23).

Respecto a la extradición simplificada (Artículo 27) ésta tiene lugar cuando la persona reclamada, después de haber sido informada de su derecho a un procedimiento formal de extradición y de la protección que éste le brinda, presta su conformidad a ser entregada al Estado requerente.

Asimismo, cabe destacar la regulación de otros aspectos procesales que normalmente generan dificultades en los procedimientos de extradición, cuando tales materias no se encuentran reguladas convencionalmente:

Tal es el caso de la detención preventiva (Artículo 29); la concurrencia de solicitudes de extradición de distintos Estados (Artículo 25); la comunicación sobre la decisión y la entrega de la persona reclamada (Artículo 22); la extradición de tránsito (Artículo 26); la imputación de los gastos (Artículo 28); y la entrega de bienes (Artículo 24).

Finalmente, cabe destacar que el Tratado introduce una amplia cláusula de orden público como excepción a la extradición.  En efecto, conforme a lo dispuesto en el Artículo 30, el Estado Parte requerido puede denegar la solicitud de extradición cuando su cumplimento sea contrario a la seguridad, al orden público u otros intereses esenciales para el Estado Parte requerido, debiendo éste fundamentar su decisión.

En mérito de lo precedentemente expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Ordinaria de Sesiones del H. Congreso Nacional, el siguiente 

P R O Y E C T O   D E   A C U E R D O:

"ARTICULO UNICO.-
Apruébase el Acuerdo sobre Extradición entre los Estados Parte del Mercosur y la República de Chile y la República de Bolivia, suscrito el 10 de diciembre de 1998.”.

Dios guarde a V.E.,


RICARDO LAGOS ESCOBAR


Presidente de la República


IGNACIO WALKER PRIETO

Ministro de Relaciones Exteriores


LUIS BATES HIDALGO

Ministro de Justicia

